
 

Sr. Amilivia González, Presidente 
 
Sr. Estella Hoyos, Consejero y 
Ponente 
Sr. Fernández Costales, Consejero Sr. 
Nalda García, Consejero  
 
Sr. Sobrini Lacruz, Secretario 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 1 de 
diciembre de 2011, ha examinado 
el expediente relativo al proyecto 
de decreto por el que se aprueba el 
Reglamento General de la Agencia 
de Innovación y Financiación 
Empresarial de Castilla y León, y a 
la vista del mismo y tal como 
corresponde a sus competencias, 
emite, por unanimidad, el siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 10 de noviembre de 2011 tuvo entrada en este Consejo Consultivo 
la solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente relativo al proyecto de 
decreto por el que se aprueba el Reglamento General de la Agencia de 
Innovación y Financiación Empresarial de Castilla y León. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 16 de noviembre 

de 2011, se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes 
del Consejo con el número de referencia 1.446/2011, iniciándose el cómputo 
del plazo para la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 53 del 
Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado por 
el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente del 
Consejo, correspondió su ponencia al Consejero Sr. Estella Hoyos. 

 
Primero.- El proyecto. 
 
El proyecto de decreto sometido a consulta consta de un preámbulo, de 

un artículo único, en el que se aprueba el Reglamento de la Agencia de 
Innovación y Financiación Empresarial de Castilla y León (en adelante, la 
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Agencia), de dos disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres 
disposiciones finales.  

 
El preámbulo de la norma parte de la competencia exclusiva de la 

Comunidad de Castilla y León de fomento del desarrollo económico, que se ha 
materializado desde hace unos años en la creación de una serie de entes 
instrumentales, entre ellos, la Agencia de Desarrollo Económico (en adelante 
ADE) mediante la Ley 21/1994, de 15 de diciembre. 

 
Los cambios acontecidos y el avance en la economía en la Comunidad y 

las tendencias de cambio de modelo productivo determinaron la creación de 
una serie de servicios especializados dirigidos a apoyar a la ADE -que pasó a 
denominarse Agencia de Inversiones y Servicios de Castilla y León a partir de la 
promulgación de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de Medidas Financieras-, 
de la empresa pública ADE Financiación y de la Fundación Pública Adeuropa así 
como la potenciación de una serie de empresas participadas por aquella 
Agencia. 

 
La aparición posterior de una profunda crisis económica y financiera a 

nivel mundial, que ha afectado también a nuestra Comunidad, ha traído consigo 
la necesidad de reordenar el tejido de entes instrumentales y entidades 
participadas para lograr, entre otros fines, una mayor eficiencia y eficacia del 
gasto. 

 
A ello ha respondido la creación del Ente Público Agencia de Innovación 

y Financiación Empresarial de Castilla y León en el título III de la Ley 19/2010, 
de 22 de diciembre, de Medidas Financieras, que pasa a asumir las funciones 
de la Agencia de Inversiones y Servicios, de la empresa pública ADE 
Financiación, S.A. y de la fundación Adeuropa, cuyas extinciones -en el caso de 
las dos primeras- se autorizan. 

 
De este modo, la nueva Agencia aparece concebida como un 

instrumento que no sólo sirva para consolidar actuaciones positivas para la 
creación de riqueza y empleo en la Comunidad, sino también para la revisión y 
desaparición de las que no son efectivas, así como para favorecer la 
transformación del sistema productivo a mayores niveles de competitividad e 
innovación. 
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Las disposiciones transitorias se refieren a la incorporación a la Agencia 
de los bienes, derechos y obligaciones resultantes de la liquidación y extinción 
de la Agencia de Inversiones y Servicios de Castilla y León, de la empresa 
pública ADE Financiación, S.A. y de la Fundación Adeuropa y al régimen del 
personal laboral existente. 

 
La disposición derogatoria establece expresamente la pérdida de vigencia 

de las normas que menciona -el Reglamento General de la Agencia de 
Inversiones y Servicios de Castilla y León, aprobado por el Decreto 23/2007, de 
8 de marzo; Decreto 209/2000, de 5 de octubre, sobre determinadas ayudas e 
incentivos que puede conceder y gestionar la ADE; Decreto 48/2007, de 7 de 
mayo, de atribución de competencias para la realización de actuaciones en el 
programa de apoyo a las PYMES 2007-2013; Decreto 87/2008, de 23 de 
diciembre, por el que se regula la concesión de contratos, préstamos y avales 
por la empresa pública ADE Financiación, así como de cuantas disposiciones de 
igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el decreto. 
 

La disposición final primera autoriza al titular de la consejería 
competente en materia de promoción económica para dictar cuantas 
disposiciones y resoluciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución del 
decreto. 

 
La disposición final segunda autoriza al titular de la consejería competente 

en materia de hacienda para efectuar o proponer las transferencias o 
habilitaciones de créditos necesarios para dar cumplimiento a lo previsto en el 
decreto. 

 
La disposición final tercera prevé la entrada en vigor del decreto el día 1 

de diciembre de 2011. 
 
El Reglamento se estructura en cuatro títulos y comprende un total de 28 

artículos. 
 

El Título I, “Naturaleza y Régimen Jurídico” (artículos 1 y 2), determina la 
naturaleza y el régimen jurídico de la Agencia. 
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El Título II, “Competencias y Actividades” (artículos 3 a 7), se refiere a 
los principios orientadores de la actividad de la Agencia, a los clientes y a la 
cartera de servicios y productos. 

 
El título III, “Organización” (artículos 8 a 22), se divide en seis capítulos 

dedicados al régimen orgánico, al Consejo de Administración, a la Comisión 
Ejecutiva, a los órganos unipersonales, al régimen interno y de personal y a los 
consejos asesores de la Agencia. 

 
Por último, el título IV “Régimen patrimonial, de control y de la 

contratación administrativa de la Agencia” (artículos 23 a 28) se ocupa de las 
cuestiones referidas. 

 
Segundo.- El expediente remitido. 
  
En el expediente que acompaña al proyecto de decreto, figuran los 

siguientes documentos: 
 
 - Comunicación a la Comisión Delegada para Asuntos Económicos, 

previamente al inicio de su tramitación, del proyecto de decreto e informe de la 
Consejería de Economía y Empleo. 
 

 - Borradores del proyecto de decreto: el inicial, de 5 de octubre de 
2011, sometido a audiencia a las Consejerías, y el borrador definitivo, de 21 de 
octubre, redactado tras la referida audiencia e informes preceptivos, sobre el 
que se solicita dictamen a este Consejo. 

 
 - Oficios de remisión a las Consejerías, que a excepción de las de 

Cultura y Turismo y de Hacienda, no formulan observaciones. 
 

- Memoria de 21 de octubre de 2011 firmada por el Director 
General de la Agencia de Innovación y Financiación Empresarial, que se refiere 
al marco normativo, necesidad y oportunidad de la norma, estudio económico, 
evaluación del impacto de género y audiencia y consultas preceptivas. 

 
 - Oficios de remisión del proyecto a la Dirección General de 

Atención al Ciudadano, Calidad y Modernización Administrativa, a la Dirección 
General de la Función Pública y a la Dirección General de Presupuestos y 
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Estadística y los correspondientes informes emitidos por éstas. El último de 
ellos, de 4 de noviembre de 2011, considera que la aprobación de esta norma 
no supondrá incremento de gasto público para la Comunidad. 

 
 - Certificado del Director Gerente de la Agencia de Inversiones y 

Servicios de Castilla y León de 4 de noviembre de 2011, relativo a las reuniones 
mantenidas con el Comité de Empresa de los centros de trabajo de la provincia 
de Valladolid. 

 
- Informe de la Asesoría Jurídica de la Consejería de Economía y 

Empleo de 7 de noviembre de 2011, emitido según lo previsto en la Ley 
6/2003, de 3 de abril, reguladora de la Asistencia Jurídica a la Comunidad de 
Castilla y León.  

 
- Informe de la Secretaría General de la Consejería de Economía y 

Empleo de 7 de noviembre de 2011. 
 
- Informe del Consejo Económico y Social de Castilla y León de 18 

de noviembre de 2011. 
 
 Posteriormente, el 30 de noviembre de 2011 se registra de 

entrada, procedente de la Consejería de la Presidencia, un nuevo texto del 
proyecto de decreto de 25 de noviembre y al que se incorporan modificaciones 
diversas, fruto de las observaciones realizadas en el informe de la Asesoría 
Jurídica y en el informe del Consejo Económico y Social.  

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 

 
II 

CONSIDERACIONES JURÍDICAS 
 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El artículo 33 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León, aprobado por 

Ley Orgánica 14/2007, de 30 de noviembre, prevé que el Consejo Consultivo de 
Castilla y León es el superior órgano consultivo de la Junta y de la 

 5



 

Administración de la Comunidad, encomendando al legislador autonómico la 
regulación de su composición, organización, funcionamiento y competencias. 
 

La Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de 
Castilla y León, califica en su artículo 4.1.d) como preceptiva la consulta en el 
procedimiento de elaboración de reglamentos o disposiciones de carácter 
general que se dicten en ejecución de las leyes, así como sus modificaciones. 

 
A los efectos de su examen, la competencia para emitir el dictamen 

solicitado corresponde a la Sección Primera, según lo establecido en el punto 
4º, regla A), apartado a), del Acuerdo de 30 de octubre de 2003 del Pleno del 
Consejo, por el que se determina el número, orden, composición y 
competencias de las Secciones. 

 
2ª.- Contenido del expediente y procedimiento de elaboración. 
 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de los documentos. 

 
Para el supuesto de los proyectos de decreto se entiende como 

documentación necesaria la que, de acuerdo con el artículo 76 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Castilla y León, se recoge en el artículo 75.3 del citado texto legal 
(modificado por el artículo 1.Tres del Decreto-Ley 3/2009, de 23 de diciembre, 
de Medidas de Impulso de las Actividades de Servicios en Castilla y León) 
conforme al cual el proyecto “irá acompañado de una memoria en la que se 
incluirán:  

 
 »a) Estudio del marco normativo en el que pretende incorporarse, 

con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de vigencias. 
 
 »b) Informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad. 
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 »c) Estudio económico, con referencia al coste a que dará lugar, 
en su caso, así como a su financiación. 
 

 »d) La expresión de haber dado el trámite de audiencia -cuando 
fuere preciso- y efectuado las consultas preceptivas. 

 
»e) Informe motivado de las razones imperiosas de interés 

general que determinen el efecto desestimatorio del silencio administrativo. 
 

»f) De establecerse un régimen de autorización para el acceso o 
ejercicio de una actividad de servicios, motivación suficiente sobre la 
concurrencia de las condiciones de no discriminación, necesidad y 
proporcionalidad, así como, en su caso, de la concurrencia de estas mismas 
condiciones en relación con los requisitos previstos en el artículo 11.1 o en el 
artículo 12.2, ambos de la Ley sobre el acceso a las actividades de servicios y 
su ejercicio”. 

 
El artículo 75.4 exige, además, que el proyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, se informe por los Servicios Jurídicos de la 
Comunidad y se someta, previamente a su aprobación por la Junta de Castilla y 
León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea preceptiva. 

 
Debe considerarse además que no procede realizar la evaluación de 

impacto administrativo, de la que se ocupa en sus artículos 5 y 6 el mismo 
Decreto 43/2010, de 7 de octubre, por el que se aprueban determinadas 
medidas de mejora en la calidad normativa de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, dado que el objeto del proyecto de decreto 
sometido a dictamen no es el de regular o modificar la regulación de un 
procedimiento administrativo. 

 
Por otro lado, del contenido del proyecto de decreto se desprende la no 

necesidad de los informes previstos en las letras e) y f) del artículo 75.3 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
La observancia del procedimiento de elaboración de las normas, 

constituye un aspecto de singular importancia si se tiene en cuenta que el 
procedimiento, tanto en su vertiente formal como material, opera como una 
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garantía para la legalidad, acierto y oportunidad de la disposición de que se 
trate. 

 
En este caso, contrastada la documentación remitida descrita en el 

antecedente segundo de este dictamen, puede afirmarse que el proyecto de 
decreto cumple las exigencias sustanciales para la elaboración de disposiciones 
de carácter general. 

  
3ª.- Marco constitucional y normativo. 
 
El artículo 128 de la Constitución Española dispone en su apartado 2 que 

“Se reconoce la iniciativa pública en la actividad económica”. 
 

 La doctrina ha señalado que la Norma Fundamental contiene un modelo 
cuya amplia formulación, como es usual en las Constituciones, permite albergar 
opciones variadas de política económica. 
 
 El progreso económico (artículos 40.1, 130.1 y 131.1); el principio de 
igualdad en sus dos vertientes de equilibrio entre espacios territoriales 
(artículos 138 y 158) y de nivelación de rentas personales (artículos 130, 131.1 
y 140.1); la unidad de mercado (artículo 139.2); la estabilidad económica 
(artículo 40.1), la productividad (artículo 38), el fomento de algunos sectores, la 
defensa del consumidor (artículo 51) se consideran parámetros económicos de 
la Constitución, pues constituyen una obligada referencia para los poderes 
públicos en sus estrategias de política económica. 
 
 Entre las técnicas o instrumentos puestos al servicio de estos principios 
inspiradores se encuentra el previsto en el artículo 128.2 de la Constitución, en 
el que, como se ha señalado, “se reconoce la iniciativa pública en la actividad 
económica”.  
  
 Se ha dicho que con esta expresión lo que la Constitución hace “es 
romper, erradicar del Ordenamiento jurídico el principio de subsidiariedad que 
en la legislación anterior presidía la actuación de la empresa” ya que, como 
añade un sector doctrinal, “la Constitución no consagra el principio de 
subsidiariedad en el mundo económico, en el sentido de que el Estado en su 
sentido integral no pueda intervenir cuando exista la iniciativa privada pues el 
deber genérico de los poderes públicos de actuar para la consecución de la 
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efectividad de los derechos económicos y sociales puede convertirse en una 
obligación, con distintas manifestaciones, cuando la efectividad de tales 
principios no se produce por el libre juego social”.  
 
 Por otra parte, esta iniciativa abarca la acción económica de cualquier 
ente público, es decir, del Estado, de las Comunidades Autónomas y, por 
último, de las Corporaciones Locales y comprende tanto la gestión directa de 
actividades económicas como la indirecta, confiada a organizaciones públicas o 
privadas. 
 
 Pero junto a este principio se halla el de la “libertad de empresa en el 
marco de la economía de mercado” (artículo 38), una libertad que otorga la 
posibilidad, como tiene declarado el Tribunal Constitucional, “de iniciar y 
sostener en libertad la actividad empresarial” (Sentencia nº 37/1987, de 26 de 
marzo) mientras que la iniciativa pública en la actividad económica supone 
reconocer, de acuerdo con una tradición legislativa que viene de muy atrás en 
términos históricos, la posibilidad de que los entes públicos participen o actúen 
como protagonistas en el proceso de producción de bienes o de prestación de 
servicios (en tal sentido, la Sentencia del mismo Tribunal nº 1/1982 de 28 de 
enero). 
 
 Éstas serían las dos referencias extremas pero, precisamente por venir 
alojadas en el mismo texto constitucional, han de ser aplicadas e interpretadas 
de una forma armónica, es decir, sin que una de ellas pueda llegar a imponerse 
a la otra. Así, del principio de libertad de empresa se deduce, como ha 
destacado el Tribunal Constitucional, “la necesidad de una actuación 
específicamente encaminada a defender la concurrencia entre empresas, 
apareciendo así la defensa de la competencia como una necesaria defensa y no 
como una restricción de la libertad de empresa y de la economía de mercado” 
(Sentencias nº 88/1986, de 1 de julio y 112/2006, de 5 de abril). Pero esta 
saludable manifestación de la libertad de empresa, dirigida a afianzar el 
mantenimiento de la pureza de las reglas de juego, no puede comprenderse de 
forma maximalista, como si fuera el único precepto constitucional existente, 
pues, si así se procediera, se correría el riesgo de arruinar lisa y llanamente el 
contenido de otros mandatos igualmente constitucionales, en concreto, y por lo 
que a nuestro asunto se refiere, el que brinda a las entidades públicas la 
posibilidad de hacerse presente de una forma singular en la actividad 
económica, tal como permite el párrafo segundo del citado artículo 128.  
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 Recuerda la doctrina que esta interpretación integradora de las distintas 
piezas constitucionales es la que con absoluta naturalidad defiende el propio 
Tribunal Constitucional al señalar que “el artículo 38, en muy directa conexión 
con otros de la misma Constitución y señaladamente con el 128 y el 131, en 
conexión con los cuales debe ser interpretado , viene a establecer los límites 
dentro de los que necesariamente han de moverse los poderes constituidos al 
adoptar medidas que incidan sobre el sistema económico de nuestra sociedad” 
(Sentencias nº 37/1981, de 16 de noviembre o 109/2003, de 5 de junio).  
 

Una vez expuesto el marco constitucional en el que cabe incardinar el 
proyecto de decreto que se examina, ha de ponerse de manifiesto que el 
artículo 148.1.13º contempla “El fomento del desarrollo económico de la 
Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por la política 
económica nacional” como competencia que pueden asumir las Comunidades 
Autónomas. 

 
Por su parte, el artículo 70.1.18º del Estatuto de Autonomía de Castilla y 

León, atribuye a esta Comunidad la competencia exclusiva en materia de 
“fomento del desarrollo económico en los diferentes mercados y del comercio 
exterior y la planificación de la actividad económica de la Comunidad, dentro de 
los objetivos marcados por la política económica general y, en especial, la 
creación y gestión de un sector público de Castilla y León”.  

 
Además, el artículo 70.1.2º del Estatuto atribuye a la Comunidad de 

Castila y León competencia exclusiva sobre la “Estructura y organización de la 
Administración de la Comunidad”. La caracterización de la Agencia de 
Innovación y Financiación Empresarial como ente público tiene que tener 
necesariamente un soporte desde el punto de vista del régimen jurídico de las 
Administraciones Públicas, de modo que configurada aquélla como una entidad 
más de la Administración de la Comunidad, integrante de ésta, entra en juego 
la habilitación con carácter exclusivo que se otorga al Estado en el artículo 
149.1.18ª de la Constitución para el establecimiento de las bases del régimen 
jurídico de las diferentes Administraciones Públicas. Así lo entiende el artículo 
70.3 del Estatuto cuando dispone que “La atribución en exclusividad de estas 
competencias a la Comunidad de Castilla y León se entenderá efectuada sin 
perjuicio de las competencias que pudieran corresponder al Estado en virtud de 
otros títulos previstos por la Constitución”. Cabe citar también el artículo 32.1 
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del Estatuto, conforme al cual “Corresponde a la Comunidad Autónoma de 
Castilla y León la creación y estructuración de los órganos y servicios de la 
Administración autonómica que tengan por objeto servir al ejercicio de las 
competencias atribuidas a aquélla”. 
 

Tal y como ya ha señalado este Consejo Consultivo (Dictamen 
261/2011), en el derecho de nuestra Comunidad Autónoma ya la Ley 7/1986, 
de 23 de diciembre, de la Hacienda de la Comunidad de Castilla y León, incluyó 
dentro de las entidades que conformaban la Administración Institucional de 
nuestra Comunidad, a los entes públicos de derecho privado, figura que se 
mantiene con idéntica denominación en la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León. Esta última 
Ley deroga el régimen que para ellos se contenía en la citada Ley 7/1986, de 
23 de diciembre, y les dedica el capítulo III de su título VII, tras las normas 
generales del capítulo I del mismo título, referentes a toda la Administración 
Institucional y Empresas Públicas. Posteriormente la Ley 2/2006, de 3 de mayo, 
de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, 
menciona a los entes públicos de derecho privado, en su artículo 2.1.b), como 
categoría integrada en el amplio concepto de sector público autonómico que 
dicha norma acoge.  
 

El artículo 85.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, dispone que “Las 
entidades institucionales se regirán por su Ley de creación, las disposiciones de 
esta Ley, las de aquellas otras Leyes que les sean de aplicación y por la 
regulación interna que sus propios estatutos establezcan”. 
 

Respecto a la Ley de creación, el artículo 91 de la Ley 3/2001, de 3 de 
julio, señala que “La Ley de creación determinará su denominación, sus fines y 
actividades, su adscripción a la Consejería u Organismo Autónomo respectivo, 
sus órganos rectores, los bienes y medios económicos que se les asignen para 
el cumplimiento de sus fines, así como aquellos aspectos que puedan ser 
modificados reglamentariamente y, en su caso, las causas de extinción, el 
procedimiento para llevarla a cabo y los efectos de la misma”. 
 

La Ley 3/2001, de 3 de julio, deja, por tanto, en manos de la ley de 
creación, la determinación de numerosos y fundamentales aspectos del régimen 
jurídico de los entes públicos de derecho privado, de modo que, lejos de 
configurarse como ley general que uniformice el régimen aplicable a este tipo 
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de entidades, viene a autorizar la existencia de tantos regímenes especiales 
como entes de esta naturaleza puedan crearse, apartándose de los 
planteamientos doctrinales que reivindican, en aras de la previsibilidad y 
homogeneidad del sistema, la necesidad de normalizar o unificar el régimen de 
aplicación a estos entes públicos. 
 

En cualquier caso, el problema apuntado se encuentra en cierto modo 
relativizado por la existencia de otras leyes generales (a las que también alude 
el citado artículo 85.3 de la Ley 3/2001, de 3 de julio) que expresamente han 
extendido su aplicación a la actuación de tales entidades, como pueden ser la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en los términos de su 
artículo 2.2, la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa, la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del 
Sector Público, o las leyes reguladoras de la hacienda y el patrimonio, a la que 
remite la materia económica, presupuestaria y patrimonial el artículo 90.4 de la 
Ley 3/2001, de 3 de julio. 
 

Respecto a la regulación interna de los estatutos, que menciona in fine el 
artículo 85.3 de la Ley 3/2001, a diferencia de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado 
(LOFAGE), que en su artículo 62.1 determina el contenido mínimo obligatorio de 
los estatutos de las entidades institucionales, la Ley 3/2001, de 3 de julio, no 
procede a su regulación, por lo que habrá que estar a lo que dispongan al 
respecto sus leyes de creación. Su naturaleza es la de un reglamento de 
desarrollo o ejecución de la ley de creación de la entidad institucional, por lo 
que ha de aprobarse mediante decreto de la Junta de Castilla y León en 
ejercicio de su potestad reglamentaria. A pesar de que el artículo 85.3 de la Ley 
3/2001, de 3 de julio, emplea la denominación de “estatutos”, no ha sido ésta 
la denominación utilizada en la mayor parte de las normas reglamentarias 
dictadas en desarrollo de las leyes de creación de las entidades institucionales, 
que se han denominado, como en el presente caso, “Reglamentos” de los 
organismos o entidades correspondientes. 

 
La competencia exclusiva de la Comunidad de Castilla y León del 

fomento del desarrollo económico, antes mencionada, se ha materializado 
desde hace unos años en la creación de una serie de entes instrumentales, 
entre los que se encuentra la Agencia de Desarrollo Económico.  

 12



 

 
A partir de la promulgación de la Ley 13/2005, de 27 de diciembre, de 

Medidas Financieras, esta Agencia pasó a denominarse Agencia de Inversiones 
y Servicios de Castilla y León y se crearon la empresa pública ADE Financiación 
y la Fundación Pública Adeuropa. 

 
Posteriormente, la situación de crisis económica y financiera ha traído 

consigo la necesidad de reordenar el tejido de entes instrumentales y entidades 
participadas para lograr una mayor eficiencia y eficacia del gasto público. 

 
A ello ha respondido la creación del Ente Público Agencia de Innovación 

y Financiación Empresarial de Castilla y León en el título III de la Ley 19/2010, 
de 22 de diciembre, que pasa a asumir las funciones de la Agencia de 
Inversiones y Servicios, de la empresa pública ADE Financiación, S.A. y de la 
fundación Adeuropa, cuyas extinciones -en el caso de las dos primeras- se 
autorizan. 

 
En el marco normativo descrito se inscribe la norma proyectada, por la 

que se aprueban los Estatutos o Reglamento de esta Agencia. 
 
4ª.- Rango de la norma proyectada. 
 
El proyecto de decreto sometido a dictamen se dicta haciendo uso de la 

habilitación de la potestad reglamentaria para el desarrollo y ejecución de las 
leyes emanadas de las Cortes de Castilla y León, así como para el desarrollo de 
la legislación básica del Estado, cuando proceda, prevista en el artículo 16.e) de 
la Ley 3/2001, de 3 de julio. 

 
Específicamente, el presente proyecto normativo tiene por objeto el 

desarrollo del Título III de la Ley 19/2010, de 22 de diciembre, de Medidas 
Financieras y de Creación del Ente Público Agencia de Innovación y 
Financiación Empresarial de Castilla y León, todo ello en el marco de la 
legislación básica estatal sobre el régimen jurídico de las Administraciones 
públicas a la que se refiere el artículo 149.1.18 CE, y de las disposiciones del 
Título VII de la Ley 3/2001, de 3 de julio, relativas a la Administración 
Institucional.  
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Con arreglo a lo expuesto se considera que existe habilitación legal para 
dictar el proyecto y que el rango elegido (decreto) es el adecuado. 
 

Los reglamentos ejecutivos, como es el caso del proyecto sometido a 
dictamen, se definen jurisprudencialmente (Sentencias del Tribunal Supremo de 
24 de julio de 2003, o de 27 de mayo de 2002, entre otras) como aquéllos que 
“de forma total o parcial completan, desarrollan, pormenorizan, aplican o 
complementan una o varias Leyes (…) dando cabida a los Reglamentos que 
ejecutan habilitaciones legales, con independencia de cualquier desarrollo 
material”, siendo por lo tanto preceptivo el dictamen sobre el mismo, 
diferenciándose así de los que no requieren dicho dictamen, que son los 
reglamentos independientes o de carácter organizativo “son aquellos de 
organización interna mediante los cuales una Administración organiza 
libremente sus órganos y servicios” (Sentencia del Tribunal Supremo de 27 de 
mayo de 2002), regulando materias no comprendidas en el ámbito de las 
reserva de Ley. 
 

Conforme al artículo 26.1.d) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, corresponde 
a los titulares de las Consejerías la función de preparar y presentar a la Junta 
los proyectos de decreto relativos a las cuestiones propias de su Consejería. En 
ejercicio de esta función, la Consejería de Economía y Empleo ha elaborado el 
proyecto de decreto objeto del presente dictamen.  

 
5ª.- Observaciones en cuanto al fondo. 
 
Observación general. 
 
El presente dictamen versa sobre el expediente remitido en el que obra 

el texto del proyecto de decreto, fechado el 21 de octubre, que es el que ha 
sido tenido en cuenta para su emisión.  

 
Preámbulo. 

 
Los preámbulos de las disposiciones generales, cualquiera que sea su 

calificación, si bien carecen de valor normativo son elementos a tener en cuenta 
en la interpretación de las leyes por el valor que a tal efecto tienen, según 
advierte el artículo 3 del Código Civil (Sentencias del Tribunal Constitucional 
36/1981 y 150/1990). Así, el preámbulo debe ser expresivo y ha de contribuir a 
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poner de relieve el espíritu y la finalidad de la disposición respecto a cuanto se 
regula en su texto articulado para contribuir a su mejor interpretación y 
subsiguiente aplicación. 

 
Como ha indicado el Consejo de Estado (Dictamen 4.078/1996, de 5 de 

diciembre), el preámbulo “puede cumplir una importante función en la 
motivación del ejercicio de una potestad discrecional como es la reglamentaria, 
y puede contribuir además al control judicial de los reglamentos que resulta del 
art. 106.1 de la Constitución, en especial, desde la perspectiva del principio de 
interdicción de la arbitrariedad de los Poderes Públicos consagrado en el art. 
9.3 de la Constitución”. 

 
Asimismo, en el Acuerdo del Consejo de Ministros de 22 de julio de 2005, 

por el que se aprueban las directrices de técnica normativa, se señala que “la 
parte expositiva de la disposición cumplirá la función de describir su contenido, 
indicando su objeto y finalidad, sus antecedentes y las competencias y 
habilitaciones en cuyo ejercicio se dicta. Si es preciso, resumirá sucintamente el 
contenido de la disposición, a fin de lograr una mejor comprensión del texto, 
pero no contendrá partes del texto del articulado. Se evitarán las exhortaciones, 
las declaraciones didácticas o laudatorias u otras análogas (…)”. Además, en los 
proyectos de real decreto deberán destacarse en la parte expositiva los 
aspectos más relevantes de la tramitación: consultas efectuadas, principales 
informes evacuados y, en particular, la audiencia o informe de las Comunidades 
Autónomas y entidades locales. 
 

En la norma proyectada objeto de este dictamen, el preámbulo reseña, 
de manera concisa, tanto el objetivo que persigue la norma como algunos de 
los principales aspectos de su regulación. Hace referencia también a la 
estructura del proyecto y a algunos preceptos de la Ley de creación, que 
determinan el régimen jurídico de la Agencia. En este último aspecto, el 
preámbulo podría completarse con una breve referencia a la legislación básica 
estatal sobre el régimen jurídico de las Administraciones Públicas, 
fundamentalmente a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, así como a las 
disposiciones del Título VII de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la 
Administración de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, relativas a la 
Administración Institucional, y a las contenidas en la Ley 2/2006, de 3 de mayo, 
de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y León, sector 
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público en el que se integra la Agencia cuya reglamentación establece el 
proyecto.  

 
Por otro lado, debiera sustituirse la expresión “marco económico de la 

Unión Europea 2000-2006” que se recoge en la parte I del preámbulo, por la de 
“Marco Financiero Plurianual 2000-2006”, por ser éste el término adoptado en 
los acuerdos interinstitucionales que, al efecto, celebran el Parlamento, el 
Consejo y la Comisión Europea. 

 
Disposición transitoria primera. Incorporación de bienes, 

derechos y obligaciones. 
 
Esta disposición, de redacción mejorable (en este sentido, se comparte la 

redacción propuesta en el informe emitido por la Asesoría Jurídica el 7 de 
noviembre de 2011), prevé la incorporación a la nueva Agencia de los bienes, 
derechos y obligaciones resultantes de la liquidación y extinción de la Agencia 
de Inversiones y Servicios, la empresa pública ADE Financiación, S.A y de la 
fundación Adeuropa. 

 
Si bien en el caso de las dos primeras entidades esta posibilidad está 

expresamente prevista en la disposición adicional tercera de la Ley 19/2010, de 
22 de diciembre, en el caso de la Fundación Adeuropa, habrá de estar a lo 
dispuesto en el artículo 31 de la Ley 13/2002, de 15 de julio, de Fundaciones de 
Castilla y León, que señala: 

 
  “1. La extinción de la Fundación, salvo en el supuesto de extinción 
por fusión o por absorción, determinará la apertura del procedimiento de 
liquidación, que deberá realizarse por el Patronato con el control y 
asesoramiento del Protectorado, al que deberá darse cuenta de las actuaciones 
llevadas a cabo. 
 
  »2. El órgano de liquidación deberá realizar las siguientes 
actuaciones: confección del inventario y balance de situación de la Fundación a 
fecha de inicio del procedimiento de liquidación; finalización de las operaciones 
de gestión que estaban iniciadas al acordarse la extinción; nuevas operaciones 
de gestión que deban llevarse a cabo con las limitaciones previstas; cobro de 
créditos pendientes; cancelación de deudas con los acreedores de todo tipo y 
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por el orden de prelación establecido, y cualquier otra que sea conveniente o 
necesaria para los interesados en el procedimiento. 
 
  »3. El Protectorado podrá recabar del órgano de liquidación 
información periódica del proceso e información adicional de la documentación 
facilitada, debiendo impugnar ante el Juez los actos de liquidación que 
considere contrarios al ordenamiento o a los Estatutos, previo requerimiento de 
subsanación en los casos en que quepa esta posibilidad. 
 
  »4. El haber que resulte de la liquidación se adjudicará a las 
Fundaciones o entidades privadas no lucrativas que haya designado el fundador 
o determine el Patronato si el fundador le otorgó dicha facultad. A falta de 
estipulación alguna por parte del fundador o cuando las entidades designadas 
no reúnan los requisitos exigidos, la decisión corresponderá al Protectorado, 
previa petición de informe al Patronato. 
 
  »Las Fundaciones o entidades no lucrativas mencionadas en el 
apartado anterior deberán tener afectados con carácter permanente sus bienes, 
derechos y recursos al cumplimiento de fines de interés general, incluso para el 
supuesto de su extinción o disolución. 
 
  »5. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, en la 
escritura de constitución de la Fundación podrá establecerse que los bienes y 
derechos resultantes de la liquidación de la misma sean adjudicados a alguna 
entidad pública que persiga fines de interés general. 
 
  »6. Aprobadas las actuaciones de liquidación por el Patronato y 
efectuada la adjudicación del haber resultante de la misma, el Protectorado 
promoverá las inscripciones que procedan en el Registro de Fundaciones de 
Castilla y León”. 
 

Por ello, es la escritura de constitución de la fundación o la decisión del 
Protectorado, previo informe del patronato, el lugar adecuado para recoger tal 
previsión. 

 
Disposición final tercera. 
 
En esta disposición se recoge como fecha de entrada en vigor del 

decreto, el 1 de diciembre de 2011. Sin embargo, dada la fecha de aprobación 
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del presente dictamen y las exigencias de tramitación y publicación de las 
disposiciones de carácter general, no parece que ello sea posible. 

 
Artículo único.- Aprobación del Reglamento de la Agencia de 

Innovación y Financiación Empresarial de Castilla y León. 
 
El Reglamento se divide en cuatro títulos, con un total de 28 artículos, 

sobre los que se realizan las siguientes observaciones: 
 
Artículo 1.- Naturaleza. 
 
Este artículo reitera innecesariamente lo dispuesto en el artículo 36 de la 

Ley 19/2010, de 22 de diciembre, de Medidas Financieras y de creación del 
Ente Público Agencia de Financiación e Innovación. Al respecto conviene tener 
en cuenta que el Tribunal Constitucional en numerosas sentencias como la 
83/1984, de 24 de julio y la 99/1987, de 11 de junio, ha advertido de la 
necesidad de que los reglamentos no deben repetir las leyes que desarrollan. El 
desarrollo reglamentario tal y como ha definido reiteradamente el Tribunal 
Constitucional ha de consistir en cumplir, concretar, especificar, pormenorizar y 
complementar las previsiones de la Ley. Asimismo, en el “Documento de 
normalización de expedientes tramitados ante órganos colegiados de gobierno”, 
en las páginas 31 y siguientes, se dan unas recomendaciones para la 
elaboración de disposiciones de carácter general en las que se advierte de la 
necesidad de no repetir normas ya establecidas en otras disposiciones. 
  

Artículo 3.- Competencias. 
 
En este precepto, bajo la rúbrica “Competencias”, en realidad lo que se 

contiene es una enumeración de “políticas de apoyo, dirigidas a las empresas”, 
tal y como se desprende de la propia redacción de su apartado 1. Por ello, debe 
modificarse la denominación del artículo. 

 
Artículo 4.- Actividades. 
 
Este artículo, en su apartado 1, amplía el catálogo de actividades que la 

Agencia puede realizar para el cumplimiento de sus fines contemplado en el 
artículo 37 de la Ley 19/2010, de 22 de diciembre. 
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En su apartado 2 se recoge la posibilidad de que la Agencia obtenga 
financiación mediante “créditos, líneas de descuento, préstamos, titulización de 
activos, emisión de obligaciones o títulos, o a través de la participación de 
programas e iniciativas nacionales y supranacionales”. También se señala que 
“podrá recibir subvenciones, transferencias y obtener garantías de la 
Comunidad de Castilla y León y de otras entidades e instituciones públicas o 
privadas”. 

 
Este Consejo Consultivo considera en relación con este apartado 2, que 

su ubicación, tal y como aparece en el proyecto de decreto, es inadecuada, 
dado que en realidad lo que prevé son los recursos de la Agencia. Además, su 
contenido resulta en parte superfluo, ya que no es más que una reiteración del 
artículo 39 de la Ley 19/2010, de 22 de diciembre. 

 
Artículo 6.- Clientes de la Agencia. 
 
Este artículo contiene en su apartado 1 una definición de los “clientes de 

la Agencia” y en su apartado 2 una enumeración no taxativa de categorías que, 
a los efectos de esta definición, se integran en el concepto de empresa. 

 
Esta última enumeración resulta confusa en su redacción, especialmente 

en lo que se refiere a la exigencia o no de ánimo de lucro en el ejercicio de una 
actividad económica. 

 
Por otro lado, al igual que pone de manifiesto la Asesoría Jurídica de la 

Consejería de Economía y Empleo, se considera más adecuado que el término 
“cliente”, el de “destinatarios de los servicios prestados por la Agencia” o 
expresión similar que pueda utilizarse. 

 
El Consejo Consultivo ha tenido ocasión de pronunciarse al respecto en 

su Dictamen 1.085/2009, en el que se sostiene, en relación con el término 
cliente, que “éste parece más apropiado para las relaciones privadas (empresa-
cliente), que para el ámbito público. Ni la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ni 
la autonómica reguladora de la función pública de Castilla y León, Ley 7/2005, 
de 24 de mayo, recogen el citado término para referirse a los destinatarios de 
los servicios públicos, antes al contrario, se utilizan expresiones como 
administrado, ciudadano, interesado…, pero no una expresión netamente 
definidora de las relaciones que se dan en el ámbito de empresa privada.  
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 »Si bien el establecimiento de una serie de cartas de derechos o 

principios inspiradores que deben regir la actuación de las diferentes 
administraciones están basados en no pocas ocasiones en los códigos de 
conducta del sector privado no puede desconocerse que la relación del 
empleado público (sea éste funcionario, laboral, interino, o de cualquier otro 
orden), y el destinatario del desempeño del cometido de aquél, es 
cualitativamente diferente al del empresario-cliente. Así, obsérvese que en 
muchas ocasiones el ciudadano no podrá escoger la entidad que le va a proveer 
de los bienes o servicios que demanda ante la Administración, (piénsese por 
ejemplo en el derecho a un adecuado mantenimiento del sistema de carreteras, 
la solicitud de una subvención, o, en el ámbito local, el servicio de recogida de 
basuras de un Ayuntamiento), ya que el servicio está sustraído a la libre 
elección del ciudadano, pues estas actividades se llevarán a cabo bien 
directamente por la Administración competente en la materia, bien por la 
entidad que ésta haya seleccionado, de lo que se deduce que el ciudadano no 
puede escoger al ‘prestador del servicio’. Lo mismo cabría decir en el campo de 
los servicios sociales, asistenciales o de salud que son de obligada y adecuada 
prestación por las Administraciones Públicas responsables. 

 
 »Por otro lado, la relación del empresario con su cliente termina, 

normalmente, con la contraprestación, mediante pago, del bien o servicio 
contratado. Por el contrario, la relación del ciudadano con la Administración se 
mantiene a lo largo de su vida, además de poder considerar a aquél como 
‘copropietario de la administración’. No puede por tanto compartirse la 
justificación que del término se da en la Memoria sobre la base de que ‘la 
prestación de un servicio se ve como una oportunidad abierta para que la 
Administración inicie una relación duradera con el ciudadano que permita el 
intercambio de puntos de vista o de expectativas mutuas’, pues como ya se 
indicó, el ciudadano se relaciona con la Administración a lo largo de su 
existencia. En definitiva, los fines que distinguen a la empresa privada, 
lucrativos, y a la Administración Pública, (servicio/fin público, interés general), 
podrían ser otro de los argumentos para considerar lo inapropiado que resulta 
utilizar el término cliente para referirse a los destinatarios de la actividad 
administrativa”.  

 
Por ello este Consejo Consultivo, aun siendo consciente del empleo del 

término “cliente” en algunos documentos aprobados por diferentes órganos de 
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la Comunidad, considera que sería conveniente una modificación del artículo en 
el sentido indicado.  

 
Artículo 10.- Funciones del Consejo de Administración. 

 
 Tal y como ha señalado la Asesoría Jurídica en su informe, debe 
suprimirse la expresión “básico” en la letra i) del apartado 1 del artículo, puesto 
que nada aporta a su contenido y genera confusión. 
 
 Artículo 12.- Composición de la Comisión Ejecutiva. 
 

 
 

 El apartado 1 de este artículo señala que la Comisión Ejecutiva, órgano 
de decisión para el funcionamiento y la gestión ordinaria de la entidad, estará 
integrada “por el presidente de la Agencia, que lo será de la Comisión así como 
por el Director General, y un mínimo de dos y un máximo de cinco vocales 
designados por el Presidente”. 
 
 Ahora bien, se considera que en el proyecto de decreto debiera 
precisarse entre quiénes han de ser designados los vocales y si éstos han de 
ser miembros del Consejo de Administración. 
 
 Artículo 15.- El Presidente. 

Este artículo, tras recoger la enumeración de las funciones que 
corresponden al presidente de la Agencia, dispone en su apartado 3 que “El 
Presidente podrá delegar en el Director General cualquier función específica, 
salvo las que le hayan sido expresamente delegadas”. 
 
 Una previsión similar se recoge en el apartado 3 del artículo siguiente, en 
relación con la posibilidad de que el Director General delegue “funciones” en los 
cargos jerárquicamente inferiores. 
 
 En este orden de cosas procede traer a colación lo dispuesto en el 
artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, al señalar que “Salvo 
autorización expresa de una Ley, no podrán delegarse las competencias que se 
ejerzan por delegación”. 
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 Por ello, este Consejo Consultivo considera que deberían suprimirse ambos 
apartados de los artículos 15 y 16 del proyecto de decreto, por ser de general 
aplicación lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, y porque pudiera 
darse el supuesto de que en una ley se autorizara expresamente la delegación de 
competencias delegadas que ahora se prohíbe en los citados apartados. 
 
 Artículo 16.- El Director General. 

 
 Este precepto contempla entre las funciones del Director General de la 
Agencia, la de “Autorizar el fraccionamiento de pagos cuando las 
disponibilidades de tesorería imposibiliten el pago de la totalidad del expediente 
de gasto, conforme a como se establece en el artículo 185 de la Ley 2/2006, de 
3 de mayo, de la Hacienda y del Sector Público de la Comunidad de Castilla y 
León. 
 
 Dicho artículo prevé que “Salvo disposición expresa de una ley, en 
aquellos supuestos y en la forma que se determinen reglamentariamente, 
podrán fraccionarse excepcionalmente determinados pagos dentro del plazo 
establecido para efectuarlos”. 
 
 Así, en tanto esta previsión no sea objeto de desarrollo reglamentario, al 
menos en lo relativo a la forma de llevar a cabo el fraccionamiento, el Director 
General de la Agencia no podrá desempeñar la función que la letra h) del 
apartado 2 del precepto le atribuye. 
 

Artículo 19.- Régimen de personal. 
 
 Este artículo, tal y como su denominación indica, se refiere al régimen 
del personal funcionario y laboral de la nueva Agencia. 
 
 En su apartado 2 dispone que la selección de personal se realizará de 
acuerdo “en todo caso, con los principios de igualdad, mérito, capacidad, y 
mediante convocatoria pública”. Sin embargo, a continuación señala que “La 
convocatoria pública no será necesaria cuando se trate de seleccionar personal 
que preste sus servicios en cualquier Administración Pública bajo la condición 
de funcionario de carrera o de personal laboral fijo con similar categoría de 
personal”. 
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 Esta excepción carece absolutamente, a juicio de este Consejo 
Consultivo, de justificación y de amparo legal de cualquier tipo. 
 
 El artículo 23.2 de la Constitución Española establece que los ciudadanos 
“tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos 
públicos, con los requisitos que señalen las leyes”. 
 
 Así, el artículo 78 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico 
del Empleado Público, que lleva por rúbrica “Principios y procedimientos de 
provisión de puestos de trabajo del personal funcionario de carrera”, dispone en 
su apartado 1: “Las Administraciones Públicas proveerán los puestos de trabajo 
mediante procedimientos basados en los principios de igualdad, mérito, 
capacidad y publicidad”. 
 
 Salvo en el supuesto contemplado en el apartado 3 del artículo 81 
(“Movilidad del personal funcionario de carrera”), que establece que “En caso 
de urgente e inaplazable necesidad, los puestos de trabajo podrán proveerse 
con carácter provisional debiendo procederse a su convocatoria pública dentro 
del plazo que señalen las normas que sean de aplicación”, no existe a lo largo 
de los preceptos reguladores de los sistemas de provisión de puestos de trabajo 
del personal funcionario de carrera en las Administraciones Públicas excepción 
alguna a la obligatoriedad de efectuar convocatoria pública. 
 
 Respecto al personal laboral, el artículo 83 de esta misma norma 
(“Provisión de puestos y movilidad del personal laboral”) establece que “La 
provisión de puestos y movilidad del personal laboral se realizará de 
conformidad con lo que establezcan los convenios colectivos que sean de 
aplicación y, en su defecto, por el sistema de provisión de puestos y movilidad 
del personal funcionario de carrera”. 
 
 En este sentido, el Convenio Colectivo para el personal de la 
Administración General de la Comunidad de Castilla y León y Organismos 
Autónomos dependientes de ésta, contenido en la Resolución de 20 de enero 
de 2003, de la Dirección General de Relaciones e Intermediación Laboral, 
resulta de aplicación a la Agencia de Inversiones y Servicios de Castilla y León y 
por ende, a la futura Agencia de Innovación y Financiación Empresarial en 
virtud de la Resolución de 20 de julio de 2005, de la Dirección General de 
Trabajo y Prevención de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción 
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en el Registro Central de Convenios Colectivos de Trabajo, el depósito y la 
publicación del Acuerdo de Adhesión de la Agencia de Desarrollo Económico de 
Castilla y León al “Convenio Colectivo para el Personal Laboral de la 
Administración General de la Comunidad de Castilla y León y Organismos 
Autónomos dependientes de ésta”. 
 
 Este Convenio Colectivo prevé en su artículo 25 (“Selección de plazas”) 
respecto al “personal de nuevo ingreso” que “Las necesidades de personal 
laboral que no puedan ser cubiertas con los efectivos existentes y cuya 
provisión se entienda necesaria por razones de organización, se ofertarán al 
turno libre, de acuerdo con la oferta de empleo público y con lo previsto en el 
presente Convenio Colectivo”. 
 
 En relación al “Sistema de selección”, el artículo 26 establece que “Los 
sistemas de selección serán los previstos en el artículo 42 de la Ley de 
Ordenación de la Función Pública de la Administración de Castilla y León, o 
norma que lo sustituya, utilizándose el sistema de concurso-oposición siempre 
que sea precisa la celebración de pruebas específicas para determinar la 
capacidad o aptitud de los aspirantes”. 
 
 En lo relativo a la provisión de puestos de trabajo vacantes, tanto los 
artículos 14 y 15 del Convenio Colectivo como las cláusulas quinta y sexta del 
Acuerdo de Adhesión, contemplan los sistemas de concurso abierto y 
permanente y de libre designación, en los que se produce convocatoria pública 
sin ninguna clase de excepción. 
 
 Por lo que se refiere a la legislación autonómica en materia de función 
pública y, más en concreto, a la Ley 7/2005, de 24 de mayo, de la Función 
Pública de Castilla y León, el apartado 1 de su artículo 39 (“Selección”) resulta 
del siguiente tenor literal: “La Administración de la Comunidad de Castilla y 
León seleccionará a su personal, ya sea funcionario o laboral fijo, con criterios 
de objetividad, previa convocatoria pública, a través de los sistemas de 
oposición, concurso-oposición o concurso, en los que se garanticen los 
principios de igualdad, mérito y capacidad previstos en el art. 103 de la 
Constitución, así como el de publicidad”. 
 
 En lo relativo a la provisión de puestos, el artículo 48 de esta misma 
norma (“Procedimientos de provisión”) señala: 
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  “1.- Los puestos de trabajo serán desempeñados por el personal 
que reúna las condiciones y requisitos que se determinen en las Relaciones de 
Puestos de Trabajo. 
 
  »2.- Los puestos de trabajo adscritos a funcionarios se proveerán 
por los siguientes procedimientos: 
 
   »a) Concurso. Constituye el sistema normal de provisión. La 
periodicidad de su convocatoria será anual y en él se tendrán únicamente en 
cuenta los méritos exigidos en la correspondiente convocatoria, entre los que 
figurarán los adecuados a las características de cada puesto de trabajo, así 
como la posesión de un determinado grado personal, la valoración del trabajo 
desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados y la 
antigüedad. 
 
   b») Libre designación. Constituye el sistema excepcional de 
provisión de puestos de trabajo, mediante el cual podrán proveerse los puestos 
iguales o superiores a Jefes de Servicio y los de Secretarías de Altos Cargos, así 
como aquellos otros que, por la importancia especial de su carácter directivo o 
la índole de su responsabilidad, y en atención a la naturaleza de las funciones, 
se determinen en las relaciones de puestos de trabajo. 
 
  »3.- Las convocatorias para provisión de puestos de trabajo por 
concurso o libre designación, así como sus correspondientes resoluciones, 
deberán hacerse públicas en el «Boletín Oficial de Castilla y León». 
 
  »4.- Podrán participar en las convocatorias públicas para la 
provisión de puestos de trabajo, los funcionarios de la Administración de la 
Comunidad de Castilla y León, cualquiera que sea su situación administrativa y 
siempre que reúnan las condiciones generales exigidas y los requisitos 
determinados en la convocatoria, con la excepción de los suspensos en firme 
mientras dure la suspensión. 
 
  »5.- Los sistemas de provisión de los puestos de trabajo del 
personal laboral serán, según se establezca para cada puesto en la 
correspondiente Relación de Puestos de Trabajo, el concurso y la libre 
designación, que se regirán por lo dispuesto en el convenio colectivo”. 
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 En ninguno de los preceptos transcritos ni en los restantes que 
conforman el régimen jurídico de los procedimientos de selección del personal 
funcionario y laboral y de provisión de puestos de trabajo en la Administración 
Pública de la Comunidad, se prevé excepción a la necesidad de efectuar 
convocatoria pública. 
 
 Por último, el artículo 41 de la Ley 19/2010, de 22 de diciembre, relativo 
al “Régimen de personal” contempla el respeto, sin excepción alguna, a los 
“principios generales de acceso al servicios de las administraciones públicas”. 
 

A la vista de lo hasta aquí expuesto, este Consejo Consultivo considera 
que en la redacción del precepto comentado ha de procederse a la supresión de 
la excepción de la convocatoria pública en el supuesto que contempla, por 
constituir una flagrante vulneración de la legislación reguladora de la función 
pública. 

 
Esta observación tiene carácter sustantivo y deberá ser atendida para 

que resulte procedente el empleo de la fórmula “de acuerdo con el dictamen 
del Consejo Consultivo de Castilla y León”. 

 
Artículo 20.- Consejos Asesores. 
 
En este artículo se contempla la posibilidad de que la Agencia cree 

Consejos Asesores como fórmula de intervención de especialistas externos en 
las áreas de innovación y financiación y la competencia de la Comisión Ejecutiva 
de aprobar su constitución y de establecer su régimen de funcionamiento 
interno. 

 
Ahora bien, los artículos 21 y 22 del proyecto de decreto contienen parte 

de la regulación de estos consejos, de modo que parece que ya están siendo 
creados por éste. Ello entra en contradicción con el artículo 20, cuya redacción, 
por tanto, deberá clarificarse. 

 
Artículo 28.- Contratación Administrativa. 
 

 En este artículo se dispone que la contratación administrativa se ajustará 
a lo establecido en la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector 
Público. 
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 No obstante, a la vista de la fecha previsible de entrada en vigor del 
decreto, sería conveniente sustituir la mención de aquella Ley por el Real 
Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto 
Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, que entrará en vigor el 16 
de diciembre de 2011, a tenor de lo dispuesto en su disposición final única. 

 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
 En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 
informa: 
 

Atendida la observación formulada al artículo 19, sin lo cual no resultará 
procedente el empleo de la fórmula de acuerdo con el dictamen del Consejo 
Consultivo, y consideradas las demás, puede elevarse a la aprobación de la 
Junta de Castilla y León el proyecto de decreto por el que se aprueba el 
Reglamento General de la Agencia de Innovación y Financiación Empresarial de 
Castilla y León. 
 
 No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
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